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INFORME No. 119/11
PETICIÓN 648-98
INADMISIBILIDAD

MARCOS MAURICIO LECCA VERGARA Y OTROS
PERÚ

22 de julio de 2011
I. RESUMEN

1. El 10 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o la “Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada en nombre propio por Marcos Mauricio Lecca Vergara, Flora Javiera Carranza de Lecca y Jaime Augusto Lecca Carranza (en adelante también “los peticionarios” o “las presuntas víctimas”), en la cual se alega la responsabilidad de la República del Perú (en adelante "Perú", "el Estado peruano" o "el Estado") por la violación a los derechos protegidos en los artículos 8, 17 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”). Los peticionarios alegaron que en marzo de 1993 depositaron gran suma de dinero en el Centro Latinoamericano de Asesoría Empresarial (CLAE), pero que debido a la intervención en dicha empresa, no pudieron recuperar su capital. Añadieron que sentencias judiciales firmes ordenaron a CLAE devolverles su capital, pero que se dictaron leyes prohibiendo la continuidad de procedimientos coactivos contra empresas en disolución. Argumentaron que el Estado peruano imposibilitó la recuperación de sus ahorros obtenidos con la venta de todo su patrimonio familiar, vulnerando por lo tanto el derecho consagrado en el artículo 17 de la Convención. 
2. El Estado sostuvo que la petición debe ser declarada inadmisible por cuanto las presuntas víctimas no habrían impugnado las leyes que prohibieron la continuidad de la ejecución de las sentencias de indemnización dictadas contra CLAE. Añadieron que los hechos denunciados por los peticionarios se refieren a un incumplimiento de obligaciones patrimoniales por parte de una empresa privada, con la cual las presuntas víctimas habrían firmado un contrato al margen de las normas que rigen el sistema financiero en el Perú. En ese sentido, argumentó que no puede ser responsabilizado internacionalmente por actos entre particulares y solicitó que la CIDH declare la petición inadmisible en virtud del artículo 47.b) de la Convención.
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 10 de noviembre de 1998 la CIDH recibió la petición y le asignó el número 648-98. Los peticionarios remitieron información adicional el 30 de agosto de 1999, 30 de octubre de 2001, 6 de febrero y 7 de septiembre de 2004, 5 de mayo de 2005 y 7 de marzo de 2008. El 4 de agosto de 2008 se transmitió las partes pertinentes de esa documentación al Estado y se le otorgó un plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH.
5. El 22 de enero de 2009 el Estado presentó su respuesta y el 29 de enero del mismo año envió los anexos respectivos. Los peticionarios enviaron observaciones adicionales mediante comunicaciones recibidas el 27 de marzo, 7 de agosto y 3 de noviembre de 2009, 15 de enero y 15 de noviembre de 2010 y 3 de enero de 2011. A su vez, el Estado presentó información adicional el 28 de mayo, 24 de septiembre de 2009 y el 13 de agosto de 2010. El 12 de abril de 2011 la CIDH solicitó información adicional a los peticionarios, quienes enviaron su respuesta el 27 de abril del mismo año. 
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. Los peticionarios
6. Afirmaron que en marzo de 1993 depositaron una gran suma de dinero en el Centro Latinoamericano de Asesoría Empresarial (CLAE), contra la entrega de seis letras de cambio que serían canceladas mensualmente, siendo devuelta la totalidad del capital invertido cuando cobrasen el último título cambiario. Alegaron que el dinero depositado en CLAE fue adquirido con la venta de un inmueble, un vehículo, la liquidación de beneficios sociales del señor Marcos Mauricio Lecca y otros bienes de uso familiar. Indicaron que a pesar del contrato firmado con CLAE y las letras de cambio en su poder, no lograron recibir siquiera el primer mes de interés, pues en abril de 1993 el Poder Ejecutivo intervino en la citada empresa para luego disponer su clausura. Señalaron que dicha intervención provocó que más de 200 mil peruanos estuviesen imposibilitados de rescatar sus ahorros entregados a CLAE.
7. Los peticionarios hicieron hincapié en que al momento de firmar el contrato de intermediación financiera con CLAE, dicha entidad tenía “25 años de existencia y de funcionamiento normal, pues no existía reclamación alguna, ni de inversionistas ni de organismos públicos, que objetaran o cuestionaran su funcionamiento“. Señalaron que “las altas autoridades e inclusive congresistas de la época enterados con la suficiente antelación de las medidas que planeaba ejecutar el gobierno contra CLAE, sacaron ventaja y fueron los primeros en retirar sus depósitos en dicha entidad”. Agregaron que la intervención y cierre de los locales de CLAE se realizó “sin que hubiera motivación de quejas o denuncias de parte alguna [y] según comentarios de la época, los intereses fueron de tipo político”.
8. Los peticionarios afirmaron que mientras se desarrollaba la intervención en las oficinas de CLAE, interpusieron demandas de cobro, las cuales derivaron en sentencias firmes en su favor. De acuerdo con la información proporcionada, tales sentencias fueron emitidas por Juzgados Especializados en lo Civil de Lima entre abril y agosto de 1994. Indicaron que con la promulgación de Ley 26702 en diciembre de 1996 se impidió la continuidad de procedimientos coactivos contra empresas financieras en disolución o liquidación. Afirmaron que dicha ley es contraria a la Constitución Política del Perú, la cual establecería que “las sentencias del poder judicial, tienen rango de ley, y las autoridades están obligadas a su estricto cumplimiento, bajo apercibimiento de ser declaradas en desacato”.
9. Finalmente, los peticionarios argumentaron que la prohibición de continuar la ejecución de sentencias judiciales firmes en su favor y la imposibilidad de que se restituya el patrimonio familiar depositado en CLAE constituyeron una violación de los derechos consagrados en los artículos 8, 17 y 25 de la Convención Americana.
B. El Estado 

10. Afirmó que CLAE fue constituida como una sociedad anónima cuyo objeto social era brindar servicios de asesoría, consultoría y administración de empresas. Sin embargo, empezó a captar grandes cantidades de dinero del público general sin estar autorizado para ello, ofreciendo tasas de interés superiores a las de entidades del sistema financiero legalmente constituidas. Indicó que con la adopción del Decreto Legislativo No. 637 en julio de 1991, la Superintendencia de Bancas y Seguros (SBS) fue autorizada a recibir solicitudes de formalización de las actividades de entidades dedicadas a la captación financiera informal. Señaló que el Decreto Legislativo No. 770 del 28 de octubre de 1993 estableció como sanción a las empresas que no cumplieran las exigencias de la SBS, la disolución por parte de la Corte Suprema de Justicia y la interposición de denuncias penales contra sus dirigentes y responsables legales.

11. El Estado afirmó que al amparo del Decreto Legislativo No. 637, los dirigentes de CLAE solicitaron, en julio de 1991, la formalización de sus actividades y su conversión en empresa bancaria. Afirmó que luego de inspeccionar los balances financieros y la gestión administrativa de CLAE, la SBS requirió la desactivación de sus operaciones de intermediación financiera, la modificación de su estatuto e información sobre su situación patrimonial. Indicó que ante el incumplimiento de tales requerimientos, el 10 de febrero de 1994 se publicó en el Diario Oficial El Peruano la resolución 085-94, por medio de la cual la SBS denegó la solicitud de conversión en una empresa financiera, dispuso la clausura de los locales en los que venía funcionando CLAE, requirió su disolución por parte de la Corte Suprema de Justicia y dispuso que el Procurador Público a cargo de los asuntos judiciales de la SBS formulara denuncia penal contra sus dirigentes. En ese contexto, señaló que el 16 de mayo de 1994 la Corte Suprema de Justicia dictó la Resolución Administrativa No. 001-94-SP-CS, declarando la disolución definitiva de CLAE.
12. El Estado afirmó que el 2 de enero de 1995 fue promulgada la Ley No. 26421, la cual reguló el orden de prelación de las obligaciones a cargo de las empresas declaradas en disolución por la Corte Suprema de Justicia
. Señaló que el artículo 6.b) de la citada ley estableció “la prohibición de ejecución de resoluciones contra las empresas disueltas por la Corte Suprema de Justicia”. Perú hizo hincapié en que las presuntas víctimas “[no han] cuestionado ante el órgano jurisdiccional interno los alcances de la Ley Nº 26421 (…) aplicable a empresas que habían sido declaradas disueltas por la Corte Suprema, como CLAE S.A.”. Al respecto, sostuvo que la petición no satisface el requisito de admisibilidad previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.
13. El Estado alegó que el presidente de CLAE, Carlos Manrique Carreño, y otros miembros del directorio de la mencionada empresa, fueron procesados por delito contra el patrimonio en la modalidad de estafa, contra el orden financiero y monetario en la modalidad de intermediación financiera ilegal. Indicó que el 15 de enero de 1998 tales personas fueron condenadas en última instancia por la Primera Sala Penal Transitoria de la Corte Suprema de Justicia a 8 años de cárcel y al pago de reparación civil a favor de todos los ahorristas agraviados.

14.   El Estado indicó que con posterioridad a la disolución de CLAE, dicha empresa pasó por un proceso de liquidación conforme al artículo 22 del Decreto Legislativo No. 770. Señaló que en agosto de 1998 el 29º Juzgado Civil de Lima designó una Comisión Liquidadora Judicial, cuyas actividades se mantendrían vigentes hasta la fecha de adopción del presente informe. Alegó que no puede ser responsabilizado internacionalmente por el contrato celebrado entre las presuntas víctimas y una entidad privada, máxime cuando dicho contrato se llevó a cabo fuera del margen de regulación aplicable a las empresas del sistema financiero legalmente constituidas. Al respecto, sostuvo que los hechos narrados en la petición no tienden a caracterizar la violación a derechos previstos en la Convención, y solicitó que la CIDH declare la denuncia inadmisible por incumplimiento del requisito establecido en el artículo 47.b) del citado instrumento.
IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
15. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo presentado respecto de la actuación del Estado.
16. La Comisión tiene competencia ratione materiae y ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

17. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

B. Agotamiento de los recursos internos
18. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional.
19. La presente petición plantea el incumplimiento de sentencias judiciales dictadas por Juzgados Especializados en lo Civil de Lima entre abril y agosto de 1994, en las cuales se ordenó a la empresa privada Centro Latinoamericano de Asesoría Empresarial (CLAE) abonar cierta suma de dinero a las presuntas víctimas. Los peticionarios adjuntaron la copia de tres sentencias judiciales de indemnización en su favor pero no informaron sobre las decisiones adoptadas en el marco de los procesos de ejecución respetivos. 
20. La información presentada por las partes indica que las sentencias judiciales de indemnización contra CLAE devinieron inejecutables debido a la adopción de leyes prohibiendo la continuidad de procesos coactivos contra empresas en disolución o liquidación judicial. Mientras que los peticionarios afirmaron que dicha prohibición fue establecida por la Ley 26702 de diciembre de 1996, el Estado sostuvo que fue por medio de la Ley 26421 de enero de 1995 que se impidió la continuidad de procesos de ejecución contra empresas declaradas en disolución por la Corte Suprema de Justicia. El Estado argumentó asimismo que los efectos de tales leyes no fueron impugnados por las presuntas víctimas, por lo cual no habrían cumplido con el requisito de agotamiento previo de los recursos internos. 
21. En casos de alegado incumplimiento de resoluciones relacionadas con obligaciones patrimoniales de entidades privadas, la CIDH ha señalado que no le corresponde reemplazar las autoridades judiciales en la determinación de cuestiones de derecho interno, tales como embargos, remate de bienes, orden de prelación u otras medidas ejecutorias. Al respecto, ha indicado que antes de acudir a una instancia internacional, las presuntas víctimas deben en principio impulsar los mecanismos ejecutorios de acuerdo con la legislación interna
.
22. El 12 de abril de 2011 la Comisión solicitó información adicional a los peticionarios sobre los siguientes puntos:
1.
las razones por las cuales la presente petición fue interpuesta ante la CIDH algunos años después del presunto impedimento en la continuidad de la ejecución de las sentencias dictadas en su favor entre abril y agosto de 1994.

2.
si durante el proceso de ejecución de las referidas sentencias se emitió alguna resolución determinando que las mismas devenían en inejecutables debido a la adopción de la Ley 26.421 de enero de 1995. De ser así, favor indicar la fecha de tales resoluciones y explicar si las mismas fueron impugnadas en el marco del proceso de ejecución o de cualquier otro recurso judicial.

23. En comunicación del 27 de abril de 2011, los peticionarios indicaron que “esta demanda fue interpuesta recién en el mes de Noviembre de 1988 (sic), por que no era fácil antes de ello acceder a la CIDH, y recién en esa fecha llegó a Lima, una comisión de ustedes, para permitir que todos los que tuviéramos necesidad de alcanzar justicia, nos acercáramos a dicha comisión…” Asimismo, señalaron que

[…] el gobierno de aquel entonces expidió la ley que ustedes mencionan y la Ley 26702, en las que taxativamente señalan la PROHIBICIÓN DE EJECUTAR SENTENCIAS CONTRA ENTIDADES FINANCIERAS EN DISOLUCIÓN, razòn (sic) por la cual habiéndose expedido estas leyes, no hay necesidad de emitir Resoluciones, ya que la JERARQUÌA (sic) de ambas normas está muy por encima de otro tipo de dispositivos legales que son considerados de inferior jerarquía, tales como Resoluciones y otros, que obviamente son absolutamente innecesarios e irrelevantes
.   
24. La CIDH observa que si bien la presente petición se refiere a una presunta obstaculización, por medio de actos normativos, a la ejecución de sentencias judiciales firmes contra una empresa privada, los peticionarios no han alegado haber impugnado los efectos de tales actos. Del expediente del caso tampoco se deduce que hayan planteado la incompatibilidad de las leyes 26421 y 26702 con el derecho a la protección judicial consagrado en el artículo 25 de la Convención Americana, ya sea en el marco de los procesos de ejecución de las sentencias de indemnización en su favor, ya sea a través de otros recursos judiciales. En ese sentido, la Comisión considera que la petición no satisface el requisito de previo agotamiento de los recursos internos establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención.
25. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.
V. CONCLUSIONES
26. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible por incumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, y en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 22 días del mes de julio de 2011. (Firmado): Dinah Shelton, Presidenta; José de Jesús Orozco Henríquez, Primer Vicepresidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Felipe González y María Silvia Guillén, Miembros de la Comisión. 
� En lo pertinente, la mencionada ley estableció lo siguiente:


Artículo 1º.- Las obligaciones a cargo de las empresas declaradas en disolución por la Corte Suprema, serán pagados por dichas empresas en el orden de prelación siguiente:


1º. Las remuneraciones y beneficios sociales de sus trabajadores.


2º. Los créditos en dinero de las personas naturales, en forma individual o mancomunada, como consecuencia de la captación de fondos, hasta por un importe equivalente a 6,000.00 nuevos soles. A tales efectos, la Comisión Liquidadora establecerá los criterios para el calendario de pagos, tomando como referencia las fechas de los documentos probatorios de las acreencias, que sean inmediatamente anteriores a la fecha de la resolución que declara la disolución de la Empresa, y montos menores contenidos en dichos documentos. 


3º. Las sumas devengadas por los servicios de energía eléctrica, agua potable, y teléfono prestados a la empresa. 


4º. Los tributos. 


5º. Los créditos de las personas jurídicas, hasta por el importe a que se refiere el numeral 2o. del presente artículo.


6º. Los demás acreedores, cuyo derecho esté debidamente comprobado.


[…]


Artículo 4º.- […] los acreedores a que se refieren los numerales 2o. y 5o. del Artículo 1o., deberán presentar el documento original de sus respectivos créditos, y una declaración jurada en la que conste el importe del mismo, con indicación del capital y la fecha de imposición correspondiente.


� CIDH, Informe Nº 158/10, Petición 167-99, Inadmisibilidad, Miembros del Sindicato de Obreros de Unión Productores de Leche S.A., Perú, 1 de noviembre de 2010, párr. 24.  


� Escrito de los peticionarios recibidos el 27 de abril de 2011, párrafo segundo.


� CIDH, Informe Nº 14/10, Petición 3576-02, Inadmisibilidad, Trabajadores Despedidos de Lanificio del Perú S.A., Perú, 16 de marzo de 2010, párr. 35; Informe Nº 135/09, Petición 291-05, Inadmisibilidad, Jaime Salinas Sedó, Perú, 12 de noviembre de 2009, párr. 37 e Informe Nº 42/09, Petición 443-03, Inadmisibilidad, David José Ríos Martínez, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38.
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